Mandato civil – comercial // onerosidad – corretaje 
Expte. N°: 3442-2007 ECHEVERRIA JOSE RAMON C/ CHEDDAD HNOS Y CIA S.A. Y CHEDDAD NELSON ROBERTO S/ COBRO SUMARIO DE SUMAS DE DINERO 

------------------------------------------------------------------------------ 

N° Orden: 265  

Libro de sentencias Nº: 51 

/NIN,  a  los 14 días del mes de Octubre del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores  Jueces  de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil  y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN (excusado el Dr. Patricio Gustavo Rosas), en causa Nº 3442-2007  caratulada: "ECHEVERRIA JOSE RAMON C/ CHEDDAD HNOS Y CIA S.A. Y CHEDDAD NELSON ROBERTO S/ COBRO SUMARIO DE SUMAS DE DINERO",  a  fin  de dictar sentencia, en el siguiente  orden  de  votación, Doctores: Guardiola y Castro Durán.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué  pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Doctor Guardiola dijo:


En la sentencia dictada a fs. 305/309 se hace lugar a la demanda que por cobro de sumas de dinero interpuso José Ramón Echeverría contra Cheddad Hnos y Cia SC y Nelson Roberto Cheddad, desestimando la defensa de falta de legitimación pasiva opuesta por éste último, y condenándolos al pago de la suma de pesos seis mil con más intereses a la tasa pasiva desde el 31/1/2007 - fecha de la intimación por carta documento cursada-  hasta el efectivo pago. Impone a los demandados vencidos las costas y difiere la regulación de honorarios profesionales.


Sobre la base del poder especial de gestión y administración otorgado a favor del reclamante -para que actúe en forma separada, conjunta o indistinta con los Dres. Lamelza-  por los demandados el 7 de febrero de 2005  por escritura pública cuya copia obra agregada a fs. 6, desestima  el planteo de falta de legitimación pasiva  y tiene por acreditada la existencia del mandato, considerando la sentenciante  que más allá  de su carácter civil y la ausencia de estipulación, da lugar al derecho a retribución del mandatario (arts. 1871, 1952 y 1627 del CCivil). Analizando las constancias del concurso preventivo de la demandada y lo que surge del informe del Banco Provincia de Buenos Aires, estima probada la intervención del Sr. Echeverría en las gestiones  iniciales de la negociación de la deuda verificada que con el mismo se mantenía.   Sostiene que ese acercamiento de las partes tuvo relevancia para la prosecución de las tratativas. Para arribar al monto indicado por la retribución de la tarea, se señala que no se vislumbra participación del actor en el subsiguiente iter negocial  desarrollado hasta la cancelación de la acreencia ( de $ 10.006.256,62 a Feb. de 2005) en noviembre de 2006 ( en $ 4.540.273,97),  toda vez que de los elementos aportados se desprende la actuación de varios letrados al respecto ( Dres. Lamelza, Piedecasas, Bergonzi y Batagglia). Agrega que a esa etapa inicial debe limitarse la remuneración, no surgiendo que la suma finalmente concertada fuese su exclusivo logro ni tampoco la diferencia de $1.000.000 con relación a cuyo descuento el actor indica haberse desenvuelto.


Apelaron ambas partes ( fs. 312 y 316). Expresa agravios el actor a fs. 330 y vta. disconformándose con la suma establecida que reputa por demás exigüa considerando el  descuento obtenido a partir de la suma de  $ 5.700.000 en que arrancó la negociación , que afirma se logró por su intermedio en la reunión mantenida con funcionarios de la entidad bancaria  y que consistió en el millón de pesos  por intereses indicado.


 Por su parte el apoderado de los demandados Dr. Piedecasas, en su memoria de fs. 332 y vta. cuestiona  el rechazo de la  falta de legitimación pasiva opuesta  por su representado Nelson Cheddad, ya que no tiene ninguna responsabilidad personal, ya que siempre actuó como representante social.  Se queja también porque se haya reconocido derecho a una retribución sin haber llegado el actor a ningún resultado concreto. Destaca que se aplicaron incorrectamente las normas del mandato civil ya que a éste se lo presume gratuito y que además se ha equivocado en la calificación jurídica ya que se trata de un corretaje mercantil sin éxito. Finaliza considerando dogmática la sentencia y sin fundamento ya que el acuerdo con el Banco acreedor fue alcanzado mucho tiempo después y por profesionales del derecho en el marco de un proceso concursal.


Con las respectivas réplicas de fs. 338 y 340, resistiendo las contrarias impugnaciones, y firme que quedó el llamado de autos para sentencia de fs. 341, las actuaciones están en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC) 


Puesto en esa tarea, considero que la relación que vinculó a la partes no puede ser calificada como de corretaje. Este contrato ha sido caracterizado como el acuerdo entre el corredor y el comitente por el cual se obliga, mediante una retribución, a buscar a la persona o cosa necesaria para llegar a la conclusión del contrato proyectado por el comitente (Fernández Raymundo "Tratado teórico-practico de derecho comercial" Lexis n° 9207/004550) Es un mediador cuya causa legitimante  de actuación no es la representación sino la autorización (Lorenzetti Ricardo Luis " Tratado de los contratos" To. II  p.  227 y 298 y ss) y que, parafraseando lo expresado por  Miguel Ángel Acosta (¿ Constituye actividad de corretaje la intermediación para conseguir créditos" La Ley 1996-C-604), no parece surgir de la actividad del actor consistente en hacer lobby o influenciar en la concreción de un descuento utilizando la experiencia, conocimiento de las personas u otra aptitud negociadora, que justificó su inclusión en el poder conjuntamente con los letrados intervinientes ( Dres. Lamelza) " En este caso la actividad se acerca más a la de mandatario comercial a quien directamente se le encomienda la obtención del crédito (o lograr una quita en el caso) y se le instruye a tal efecto (arts. 223 y sigts. Cód. de Comercio)" 


No obstante la naturaleza comercial que también le atribuyo, en tanto considero que la obtención de una quita en una deuda societaria, la reestructuración de un pasivo concursal configura un acto de comercio, ya que no es dudoso que sirve para facilitar  - y vaya cómo a través del cese del estado concursal- el ejercicio del comercio constituyéndose en un accesorio del mismo (arts. 5, 7 y 8 Código de Comercio), con lo cual el asunto de la gratuidad desaparece ( art. 221 CCom), no veo obstáculo para el derecho a remuneración aún bajo su encuadre en la órbita  civil.  


Como dice Fernando J López de Zavalía ("Teoría de los Contratos" To. 4 p. 503 "El Código no ha dicho que entonces el mandato "es" gratuito. Simplemente ha afirmado que se presume gratuito, lo que debe ser interpretado en el sentido de una presunción juris tantum". Ya Machado ("Exposición y comentario del Código Civil" To. V ECYLA 1922 p. 155) comentando la previsión del art. 1871  reflexionaba " Esta doctrina debería rechazarse, porque  no está conforme con los ideales de la sociedad actual, cuyas necesidades y aspiraciones debe traducir; al presente, la acción interesada y con el objeto de ser remunerada, es la regla de los contratantes. Lo gratuito de un acto no debe presumirse, porque no está en la corriente general de las acciones humanas en el estado actual; por el contrario, la voluntad de hacer un servicio es la que debiera estar manifestada expresamente ¿Por qué suponer que el militar al aceptar un poder judicial, lo hace gratuitamente?. La sociedad moderna, positivista, con sus egoísmos desmedidos, y sus deseos de goces materiales, ha transformado el ideal generoso de otros tiempos, y ahora la regla general y común es que toda acción ejecutada a nombre de otro tiene su compensación, cuando es requerida por el mandatario"  Esta innegable realidad y una interpretación histórico dinámica correctiva, han permitido que Jorge Mosset Iturraspe ("Mandatos" Ed. Rubinzal-Culzoni p. 155)  exprese "Frente al silencio de las partes -no claro está ante un pacto expreso de gratitud- serán las circunstancias del caso, la índole del negocio encomendado, su importancia, el tipo de tareas a cumplir o negocios jurídicos; la relación preexistente entre las partes, el quehacer habitual del mandatario, las que darán las pautas para decidir la gratuidad u onerosidad y será entonces el mandante quien correrá con la carga de la prueba de la gratuidad" y que Lorenzetti diga  "Puede ser gratuito u oneroso (art. 1871 Cód. Civ.), aunque en la mayoría de los casos es oneroso, lo que justifica una presunción de onerosidad", tal como lo estableció el art. 1245 del Proyecto de la Comisión 685/95.


 Como explicó la Sra. Jueza la naturaleza de las gestiones encomendadas no autoriza a colegir una intención de beneficiar al mandante; siendo razonable agrego que quien se desempeña en la producción y asesoramiento de seguros complementariamente y con ánimo lucrativo haya asumido su desempeño quitando tiempo y dedicación a sus tareas habituales, conjunta o indistintamente con profesionales del derecho cuyo derecho a retribución está fuera de discusión ( arts. 384  y 163  inc. 5 del CPCC).


Llegado a este punto, corresponde desestimar también el agravio que versa sobre la falta de legitimación pasiva del Sr. Nelson R. Cheddad. Es que el poder no sólo fue otorgado como administrador de la sociedad concursada sino también por sí; a lo que cabe agregar que conforme lo dispuesto por el art. 1892 del CCivil el mandato puede ser en interés del mandante y de terceros.  Esa especie de condominio de intereses es intrascendente, ya que los problemas quedarán planteados en las relaciones económicas entre ambos (Compagnucci de Caso en Código Civil de Belluscio-Zannoni To. 9  p. 213). Razón por la cual,  además de su calidad de mandante cocontratante, es irrelevante que la negociación encomendada versara sobre una deuda societaria, por otra parte de carácter familiar.


Ya adentrándome en la remuneración fijada, no puedo compartir el aserto de que el pronunciamiento es dogmático y se ha desentendido de la plataforma fáctico probatoria.


Sabido es que la retribución es debida al mandatario cualquiera sea el resultado de su gestión (G.  A. Borda " Contratos" To. II n° 1726 p. 453), ya que el éxito de la misma no es el opus comprometido. Ello claro está que, aún fuera de los casos en que se haya fijado como un porcentaje sobre el provecho resultante, será  una de las pautas a considerar ante la ausencia de previsión. Lo dispuesto por el art. 1627 CCivil, aplicable fuera de los casos contemplados por el art. 1952 del mismo ordenamiento, da margen suficiente a la valoración judicial  tanto de ese como de otros elementos para arribar a una solución justa y equitativa, que excluya enriquecimientos sin causa de cualquiera de las partes.  Y esos no son otros que los parámetros que obviamente con las particularidades de la tarea profesional en juego, establece el art. 16 de la ley 8904 para el arancel de abogados y procuradores.  A saber: monto del asunto; valor, motivo y calidad de la labor desarrollada; complejidad de la tarea encomendada; responsabilidades que pudiera generar; trascendencia para los interesados; tiempo que demandare su desempeño; posición económica de las partes.


Está acreditado con el informe de la oficina jurídica del Banco de la Provincia de Buenos Aires que hubo una entrevista en febrero de 2005 para la negociación de la deuda en la que participó el apoderado Sr. Echeverría; con lo cual es fundada la apreciación de que intervino  en la etapa inicial de las tratativas que culminaron favorablemente a los intereses de la concursada. Que su desarrollo o curso hubieran llevado un tiempo (aproximadamente dos años) hasta su conclusión, no resta significación a  ese acto germinal, máxime teniendo en cuenta que el acreedor es institucional lo que conlleva mayor dilación en la toma de decisiones y que también dependía de la capacidad de pago del mandante  de una suma  a todas luces muy importante. 


Tampoco puede soslayarse que el tiempo que insumió esa actuación fue escaso  y que la prosecución de la negociación estuvo a cargo de distintos abogados, tal como resulta de la declaración del Dr. Bergonzi de fs. 231/233 quien da cuenta de su participación  a partir de Junio o Julio de 2005.


Debe igualmente relativizarse, sin que ello implique su prescindencia , la envergadura de la quita toda vez que se trataba de una acreencia concursal; circunstancia que de por sí flexibiliza enormemente expectativas ante riesgos ciertos de cobro, favoreciendo la concertación de acuerdos que en definitiva son favorables para ambas partes de la obligación. En este sentido, es improcedente sujetarse al invocado descuento de un millón de pesos consolidado con su intervención. No existe elemento alguno del cual inferir ese logro; y es por otra parte muy improbable que se pudiere fragmentar en una negociación en trámite con cierto grado de certeza los beneficios que se van alcanzando, los que normalmente se pueden conocer recién con la conclusión definitiva del arreglo. Es de toda lógica que lo primero que se pone en el tapete y se está dispuesto a resignar son los intereses.


Con este cúmulo de circunstancias, a las que agrego la envergadura de la deuda  y trascendencia que tenía para los mandantes una preparación del iter negocial adecuada para el final exitoso alcanzado, es que entiendo  algo escasa la determinación efectuada, proponiendo su elevación a la suma de pesos doce mil ($ 12.000).

ASI LO VOTO.-

El Señor Juez Doctor Castro Durán, aduciendo análogas razones dio su voto en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:


Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, corresponde:



I.- MODIFICAR  la sentencia apelada, elevando la suma fijada como retribución por la tarea del actor a la suma de pesos doce mil ($ 12.000); manteniendo la admisión de la demanda contra ambos demandados . Costas de Alzada a los demandados vencidos (art. 68 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904)

ASI  VOTO.

El Señor Juez Dr. Castro Durán, aduciendo análogas razones dio su voto en igual sentido.

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO M. CASTRO DURAN (Jueces), Ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-

//NIN,  14 de Octubre de 2010.-


AUTOS Y VISTOS:


Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, SE RESUELVE:


I.- MODIFICAR  la sentencia apelada, elevando la suma fijada como retribución por la tarea del actor a la suma de pesos doce mil ($ 12.000); manteniendo la admisión de la demanda contra ambos demandados. Costas de Alzada a los demandados vencidos ( art. 68 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904)


Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO M. CASTRO DURAN (Jueces), Ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-

